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ordinaria. 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Bermúdez 

Torres1, el Juez Bonilla Ortiz, y el Juez Pagán Ocasio. 

 

Bonilla Ortiz, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2024. 

Comparece ante este foro la Sra. Grace Marín Cancel 

(señora Marín o “la apelante”), por derecho propio, y 

nos solicita que revisemos una Sentencia emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

Carolina, notificada el 1 de mayo de 2024.  Mediante el 

referido dictamen, el foro primario declaró Con Lugar la 

Demanda instada por Luna Acquisition III LLC (Luna o 

“parte apelada”), por consiguiente, desestimó con 

perjuicio la Reconvención presentada por la apelante. 

Por los fundamentos que se exponen a continuación, 

CONFIRMAMOS la determinación apelada.  

I. 

 El 29 de octubre de 2021, Luna presentó una Demanda 

sobre cobro de dinero y ejecución de hipoteca por la vía 

ordinaria en contra de la señora Marín.2  En esencia, 

 
1 En virtud de la Orden Administrativa OATA-2024-062, se designa al 

Hon. Abelardo Bermúdez Torres. 
2 Demanda, entrada núm. I en el Sistema Unificado de manejo y 

Administración de Casos (SUMAC). 
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alegó que la deuda suscrita por la apelante mediante 

pagaré hipotecario está líquida, vencida y es exigible.  

Asimismo, indicó que desde el 1 de noviembre de 2015, 

fue el último pago que la apelante realizó, por lo que, 

ha dejado de cumplir su obligación de pagar en plazos 

mensuales el principal e intereses, acumulando una deuda 

ascendiente a $128,227.10.  Por tanto, solicitó el pago 

de la deuda, y se ordenara la venta en pública subasta 

de la propiedad. 

Luego de ser emplazada, el 3 de diciembre de 2021, 

la señora Marín, por derecho propio, presentó una Moción 

Solicitando Prórroga para Contestar.3  Mediante la cual, 

sostuvo que la Demanda instada no cumple con las 

disposiciones de la Ley para Mediación Compulsoria y 

Preservación de tu Hogar en los Procesos de Ejecuciones 

de Hipotecas de una Vivienda Principal, Ley Núm. 184-

2012, según enmendada, (32 LPRA sec. 2881 et seq.), por 

lo que, solicitaba una prórroga para después del 10 de 

enero de 2022. 

El 7 de diciembre de 2021, el foro primario notificó 

una Orden en la que le concedió hasta el 10 de diciembre 

de 2022 para que la apelante compareciera con abogado y 

contestara la demanda.4 

El 17 de diciembre de 2021, el foro primario le 

anotó la rebeldía a la señora Marín por no cumplir con 

el término concedido para la contestación a la demanda.5 

Posteriormente, el 20 de diciembre de 2021, Luna 

presentó una Moción Solicitud de Orden Conforme Ley 184-

2012 de Mediación, Según Enmendada en la que solicitó 

 
3 Moción Solicitando Prórroga para Contestar, entrada núm. 5 en 

SUMAC. 
4 Orden, entrada núm. 6 en SUMAC. 
5 Orden, entrada núm. 7 en SUMAC. 
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que la acción fuese referida al Centro de Mediación de 

Conflictos (Centro de Mediación).6  

Por su parte, el 11 de enero de 2022, la señora 

Marín, nuevamente por derecho propio, presentó una 

Contestación a la demanda junto con una Reconvención.7  

En esencia, alegó falta de partes indispensables, entre 

ellas al Departamento de la Familia (Departamento), 

puesto que, con ella vive su hermana de 93 años.  Además, 

de que la parte apelada debió cumplir con la Ley de 

Mitigación del 2013, y reclamarle al seguro los daños 

causados por el Huracán María.  Por ello, solicitó una 

suma de $300,000.00 por concepto de derechos violados, 

daños morales, intereses y gastos legales. 

Ante este cuadro, el 12 de enero de 2022, el foro 

primario emitió una Orden en la que refirió el caso al 

Centro de Mediación.8 

El 20 de enero de 2022, Luna presentó una Moción en 

Solicitud de Desestimación de la Reconvención, en la que 

adujo que la reclamación de la apelante no justificaba 

la concesión de un remedio.9  Expresó que, no le han 

causado daño alguno a la apelante, al contrario que han 

sido diligentes en el cumplimiento con los términos y 

acuerdos entre las partes.  

El 21 de enero de 2022, el Centro de Mediación 

presentó una Moción Informando Calendarización de Caso 

de Ejecución de Hipoteca que será Atendido mediante 

Servicio de Videoconferencia Intramuros y Solicitud de 

Extensión para Concluir la Intervención.  Mediante la 

 
6 Moción Solicitud de Orden Conforme Ley 184-2012 de Mediación, 

Según Enmendada, entrada núm. 8 en SUMAC. 
7 Contestación, entrada núm. 9 en SUMAC. 
8 Orden, entrada núm. 10 en SUMAC. 
9 Moción en Solicitud de Desestimación de la Reconvención, entrada 

núm. 13 en SUMAC. 
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cual, informaron la fecha en que se llevaría a cabo la 

mediación mediante videoconferencia.10 

El 7 de febrero de 2022, la señora Marín, por 

derecho propio, presentó una Moción de Oposición a 

Desestimar la Reconvención.11  Alegó que, la parte 

apelada ignoró el planteamiento sobre falta de parte 

indispensable, por lo que, el caso debía paralizarse. 

El 8 de febrero de 2022, el foro a quo emitió una 

Orden en la que concluyó que no tomaría una determinación 

sobre el asunto hasta que no agotaran los procesos 

iniciados ante el Centro de Mediación.12 

Luego de varias incidencias procesales, el 11 de 

abril de 2022, el Centro de Mediación presentó una Moción 

Informativa sobre Resultado de Caso de Ejecución de 

Hipoteca Atendido mediante Servicio de Videoconferencia 

Intramuros de los CMC.13  Informaron que la parte apelada 

fue quien únicamente compareció a las citas pautadas 

para los días 9 de marzo de 2022 y 11 de abril de 2022.  

Por lo que, le solicitaron al foro primario tomara 

conocimiento y determinara lo que en derecho procediera. 

Así las cosas, el 19 de abril de 2022, el foro 

apelado, emitió una Orden en la que le concedió un 

término a la señora Marín para que se expresara las 

razones por las cuales no debía encontrarla incursa en 

desacato, al no comparecer a las citas ante el Centro de 

Mediación.14 

 
10 Moción Informando Calendarización de Caso de Ejecución de 

Hipoteca que será Atendido mediante Servicio de Videoconferencia 

Intramuros y Solicitud de Extensión para Concluir la Intervención, 

entrada núm. 15 en SUMAC. 
11 Moción de Oposición a Desestimar la Reconvención, entrada núm. 

17 en SUMAC. 
12 Orden, entrada núm. 18 en SUMAC. 
13 Moción Informativa sobre Resultado de Caso de Ejecución de 

Hipoteca Atendido mediante Servicio de Videoconferencia Intramuros 

de los CMC, entrada núm. 22 en SUMAC. 
14 Orden, entrada núm. 23 en SUMAC. 
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El 3 de agosto de 2022, Luna presentó una Moción en 

Solicitud de Sentencia Sumaria y Reiterando Solicitud de 

Desestimación a la Reconvención.15  Adujo que no existía 

controversia de hechos materiales, por lo que lo único 

que restaría era adjudicar el derecho.  Sostuvo que la 

apelante no presentó evidencia, ni prueba que sustentara 

su alegaciones o razones para negar la demanda.  

Asimismo, reiteraron que la señora Marín suscribió un 

pagaré garantizado mediante hipoteca, el cual dejó de 

pagar.  Por lo que, procedía se dictara sentencia sumaria 

a su favor y desestimara la reconvención presentada por 

la apelante. 

En respuesta, el 10 de agosto de 2022, la señora 

Marín, por derecho propio, presentó una Moción de Nueva 

Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria y 

Desestimación de Reconvención.16  En síntesis, esbozó que 

la parte apelada tiene un endoso en blanco, el cual es 

nulo.  Asimismo, reiteró la falta de parte indispensable 

del Departamento de la Familia. 

El 10 de agosto de 2022, el foro de instancia emitió 

una Orden en la que le concedió a la apelante hasta el 

10 de septiembre de 2022 para que anunciara 

representación legal.17 

Transcurridos varios asuntos procesales sobre 

extensión de término y señalamiento de vista, el 12 de 

octubre de 2022, el foro a quo emitió una Orden en la 

que le concedió término final a la señora Marín para 

contratar abogado.18 

 
15 Moción en Solicitud de Sentencia Sumaria y Reiterando Solicitud 

de Desestimación a la Reconvención, entrada núm. 25 en SUMAC. 
16 Moción de Nueva Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria y 

Desestimación de Reconvención, entrada núm. 27 en SUMAC. 
17 Orden, entrada núm. 28 en SUMAC. 
18 Orden, entrada núm. 33 en SUMAC. 
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 Por su parte, el 31 de octubre de 2022, Luna 

presentó una Moción Informativa en cuanto al Paso del 

Huracán Fiona y de Paralización del Proceso de Ejecución 

de Hipoteca,19 la cual fue declarada con lugar por el 

foro de instancia mediante Orden emitida la misma 

fecha.20 

Luego de varios asuntos, el 5 de diciembre de 2022, 

la parte apelada presentó una Moción Informativa y en 

Solicitud de Continuación de los Procedimientos.21  El 7 

de diciembre de 2022, el foro primario ordenó la 

continuación de los procedimientos.22 

El 18 de enero de 2023, el foro primario emitió una 

Orden en la que le concedió un término final a la 

apelante para anunciar representación legal y de no 

cumplirse, le sería impuesta una sanción de $250.00.23  

Además, señaló vista para el 9 de marzo de 2023.   

El 26 de enero de 2023, la señora Marín presentó 

una Moción Se Deje Sin Efecto Señalamiento y Orden, 

mediante la cual sostuvo su derecho a auto 

representarse, conforme a la Regla 9.4 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 9.4.24 

Sin embargo, en la misma fecha, el foro primario 

notificó una Orden en la que declaró No Ha Lugar la 

moción antes descrita, reiteró que la señora Marín debía 

contratar representación legal, ya que la auto 

 
19 Moción Informativa en cuanto al Paso del Huracán Fiona y de 

Paralización del Proceso de Ejecución de Hipoteca, entrada núm. 34 

en SUMAC. 
20 Orden, entrada núm. 35 en SUMAC. 
21 Moción Informativa y en Solicitud de Continuación de los 

Procedimientos, entrada núm. 37 en SUMAC. 
22 Orden, entrada núm. 38 en SUMAC. 
23 Orden, entrada núm. 40 en SUMAC. 
24 Moción Se Deje Sin Efecto Señalamiento y Orden, entrada núm. 41 

en SUMAC. 
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representación no es un derecho absoluto, y sostuvo la 

vista señalada para el 9 de marzo de 2023.25 

Insatisfecha, el 7 de febrero de 2023, la apelante 

presentó una Moción a Orden, en la que reiteró su derecho 

a auto representarse y señaló que procede culminar el 

descubrimiento de prueba antes de señalar una vista, 

puesto que, estaba pendiente un pliego de interrogatorio 

sometido por ella.26 

Luego de evaluar las mociones presentadas, el 8 de 

febrero de 2023, el foro primario notificó una 

Sentencia.27  Mediante el referido dictamen, determinó 

lo siguiente: (1) declaró Con Lugar la Demanda instada 

por Luna; (2) desestimó con perjuicio la Reconvención 

presentada por la señora Marín; y (3) le ordenó a la 

apelante a emitir a Luna el pago de $128,227.10 en 

concepto de la deuda principal, más los intereses, y la 

suma de $11,700.00 en concepto de costas, gastos y 

honorarios de abogado según pactado en el pagaré 

hipotecario. 

En desacuerdo, el 8 de marzo de 2023, la señora 

Marín ACUDIÓ ANTE ESTE Foro presentando un recurso de 

Apelación al cual fue asignado el alfanumérico 

KLAN202300197.28  Evaluado el recurso, el 26 de abril de 

2023 emitimos una Sentencia, mediante la cual se revocó 

el dictamen apelado, por lo que, se devolvió el caso 

ante el foro de instancia para que le asignara un abogado 

de oficio a la señora Marín.29 

Así las cosas, el 20 de octubre de 2023, la parte 

apelada presentó una Moción en Solicitud de que se Nombre 

 
25 Orden, entrada núm. 42 en SUMAC. 
26 Moción a Orden, entrada núm. 43 en SUMAC. 
27 Sentencia, entrada núm. 45 en SUMAC. 
28 Apelación, entrada núm. 48 en SUMAC. 
29 Sentencia, entrada núm. 52 en SUMAC. 
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Abogado de Oficio.30  Solicitó, que conforme el dictamen 

emitido por el Tribunal de Apelaciones, le solicitó al 

foro primario le asignara un abogado de oficio a la 

señora Marín para que pudieran continuar con los 

procesos del caso. 

El 23 de octubre de 2023, el foro a quo emitió una 

Orden, concediéndole término a la apelante para que 

mostrara las gestiones realizadas para contratar 

abogado.31 

No obstante, el 13 de noviembre de 2023, ante el 

incumplimiento por la señora Marín, emitió una Orden 

para la Asignación de Abogado(a) de Oficio o Abogado(a) 

Auxiliar, siendo designado el Lcdo. Husmail Figueroa 

Ríos como representante de la apelante.32  

Luego de varias incidencias procesales, el 12 de 

marzo de 2024, la parte apelada presentó una Moción en 

Solicitud de Sentencia Sumaria.33  Mediante esta, 

esbozaron que no existía controversia real sobre los 

hechos materiales del caso, por lo que, sostuvieron que 

procedía se dictara sentencia sumaria.  Reiteraron que 

la apelante adeudaba la cantidad de $128,227.10 en 

principal, más los intereses al 7.000% anual desde el 

día 1 de noviembre de 2015, así como los intereses 

acumulados y por acumularse.   Añadieron que, realizaron 

gestiones para obtener el pago de la deuda, siendo 

infructuosas sus gestiones.  Asimismo, arguyeron que la 

señora Marín no presentó prueba, ni evidencia que 

 
30 Moción en Solicitud de que se Nombre Abogado de Oficio, entrada 

núm. 55 en SUMAC. 
31 Orden, entrada núm. 56 en SUMAC. 
32 Orden para la Asignación de Abogado(a) de Oficio o Abogado(a) 

Auxiliar, entrada núm. 58 en SUMAC. 
33 Moción en Solicitud de Sentencia Sumaria, entrada núm. 70 en 

SUMAC. 
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sustentara sus alegaciones o razones para negar las 

alegaciones de la Demanda. 

El 26 de marzo de 2024, la señora Marín, por derecho 

propio, presentó Moción Solicitando Orden se nos 

Notifique la Moción de Sentencia Sumaria.34  Alegó que, 

Luna no le notificó la moción de sentencia sumaria, 

violando el debido proceso de ley.  

El 1 de abril de 2024, el foro primario mediante 

Orden, le informó a la apelante que la notificación de 

la sentencia sumaria le fue realizada a su representante 

legal, por lo que, debía canalizar sus preocupaciones a 

través de su abogado.35 

El 26 de abril de 2024, el representante legal de 

la apelante presentó una Réplica a Moción en Solicitud 

de Sentencia Sumaria.36  En primer lugar, alegó que la 

moción de sentencia sumaria presentada por Luna no 

cumplió con los requisitos de la Regla 36 de 

Procedimiento Civil.  De otra parte, esbozó que el caso 

no ha culminado el proceso de mediación compulsoria, por 

ello, solicitó se refiriera al Centro de Mediación de 

Conflictos, para su continuación.  En la alternativa, 

solicitó que en caso de que procediera la causa de 

acción, se les permitiera vender la propiedad a través 

de un “short sale”. 

Evaluadas las mociones presentadas, el 1 de mayo de 

2024, el foro de instancia notificó la Sentencia 

apelada.37  Mediante la cual, declaró Con Lugar la 

Demanda presentada por Luna, consecuentemente, desestimó 

 
34 Moción Solicitando Orden se nos Notifique la Moción de Sentencia 

Sumaria, entrada núm. 76 en SUMAC. 
35 Orden, entrada núm. 77 en SUMAC. 
36 Réplica a Moción en Solicitud de Sentencia Sumaria, entrada núm. 

82 en SUMAC. 
37 Sentencia, entrada núm. 83 en SUMAC. 
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con perjuicio la Reconvención presentada por la Sra. 

Marín.  Asimismo, dispuso las siguientes determinaciones 

de hechos: 

1. El día 23 de abril de 2007, la parte 

demandada, otorgó ante el Notario Angel A. 

Colón Vázquez, testimonio número 20,966, un 

pagaré a favor de R-G Premier Bank of Puerto 

Rico o a su orden, mediante el cual se 

obligó a pagar la suma principal de 

$117,000.00 más intereses desde esa fecha 

hasta el pago total del principal a razón 

del 7.000% de interés anual sobre el balance 

adeudado.  

 

2. Además, la parte demandada se obligó a 

pagar cargos por demora equivalentes al 

5.000% de interés de todos aquellos pagos 

con atrasos en exceso de 15 días calendarios 

de la fecha de vencimiento y una cantidad 

equivalente a $11,700.00 por concepto de 

costas, gastos y honorarios de abogados en 

caso de reclamación judicial.  

 

3. Para garantizar el pago de dicho Pagaré, 

se otorgó una hipoteca voluntaria mediante 

la escritura número 112, el día 23 de abril 

de 2007, ante el Notario Angel A. Colón 

Vázquez, sobre el bien inmueble que se 

describe a continuación:  

 

URBANA: Solar de 173.49 metros cuadrados, 

en la Urbanización Extensión Valle Arriba 

Heights, Barrio Sabana Abajo de Carolina, 

marcado con el número 7 de la Manzana AY. 

En lindes por el NORTE, con el solar 

número AY-6, en distancia de 23.19 

metros, por el SUR, con el Solar AY-8, en 

distancia de 23.19 metros, por el ESTE, 

con calle número 38- B, en distancia de 

7.54 metros, y por el OESTE, con Paseo 

Público, en distancia de 7.54 metros. 

Enclava edificación.  

 

4. Dicha propiedad consta inscrita en el 

Folio 150 del Tomo 936 de Carolina finca 

número 15946, en el Registro de la Propiedad 

de Carolina, Sección Primera.  

 

5. La hipoteca que se pretende ejecutar 

consta inscrita en el Folio 150 del Tomo 

936 de Carolina finca número 15946, en el 

Registro de la Propiedad de Carolina, 

Sección Primera, inscripción séptima.  

 

6. La parte demandada ha dejado de pagar 

las mensualidades vencidas desde el día 1 

de noviembre de 2015 y en su consecuencia 

ha incurrido en el incumplimiento de su 

obligación de pagar en plazos mensuales el 

principal y los intereses según acordados.  
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7. La hipoteca que es objeto de esta acción 

civil se constituyó por la suma de 

$117,000.00, para garantizar el pago del 

principal adeudado, de $11,700.00 para 

costas, gastos y honorarios de abogado, en 

caso de reclamación judicial o ejecución, 

$11,700.00 para cubrir cualquier otro 

anticipo que pueda hacerse bajo la hipoteca 

y $11,700.00 para garantizar intereses en 

adición a los garantizados por ley. 

 

8. La parte demandada renunció a los 

derechos de presentación, aviso de rechazo 

y protesto. 

 

9. Las partes convinieron que si cualquier 

plazo mensual bajo este Pagaré no es pagado 

cuando venza y permanece impagado luego de 

la fecha especificada en la notificación 

del deudor, la suma total de principal 

pendiente de pago e intereses acumulados 

sobre la misma quedarán inmediatamente 

vencidos y pagaderos a opción de la persona 

con derecho a exigir el cumplimiento del 

instrumento.  

 

10. De la Declaración Jurada que obra en 

autos, surge que la parte demandada ha 

incurrido en el incumplimiento de su 

obligación, y ha dejado de pagar las 

mensualidades desde el día 1 de noviembre 

de 2015, a pesar de los avisos y 

oportunidades concedidas, por lo que la 

parte demandante declaró vencida la 

totalidad de la deuda ascendente a la suma 

de $128,227.10 de principal, más los 

intereses al 7.000% anual, desde el día 1 

de noviembre de 2015, hasta su total y 

completo pago; y la cantidad de $11,700.00 

estipulada para costas, gastos y honorarios 

de abogado, así como los cargos e intereses 

que se acumulen diariamente.  

 

11. La parte demandante presentó en 

evidencia (a) fotocopia del pagaré, el cual 

no tiene nota alguna de cancelación; (b) 

fotocopia de la escritura de hipoteca; (c) 

declaración jurada en la cual se acreditan 

las sumas reclamadas y (d) estudio de título 

de la finca objeto de reclamación. 

 

En cuanto a la mediación compulsoria en virtud de 

la Ley Núm. 184-2012, expresó que luego de varias 

reuniones a las cuales no compareció la señora Marín, ni 

presentó las razones por las cuales no debió encontrase 

incursa en desacato, al haber sido parte indispensable 

en el proceso de mediación, Luna estuvo impedida de 
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cumplir con el proceso y brindarle la orientación sobre 

las alternativas disponibles.   

En cuanto a los reclamos realizados por la señora 

Marín en su Reconvención, el foro a quo concluyó que el 

caso es un cobro de dinero y ejecución de hipoteca, el 

cual surgía por el incumplimiento de la apelante con su 

obligación establecida en el pagaré e hipoteca.  Además, 

que la apelante no sustentó sus reclamos, sino que se 

basó en meras alegaciones las cuales no justificaban la 

concesión de un remedio. 

Inconforme con la determinación, el 30 de mayo de 

2024, la señora Marín compareció ante nos, mediante el 

recurso de epígrafe.  Entre los señalamientos de error 

formulado alegó que: (1) el pagaré no podía estar en 

blanco, que RG Premier Bank de Puerto Rico debió 

especificar que el mismo estaba a favor de la parte 

apelada; (2) no le fue notificada la sentencia; y (3) 

que el foro primario incumplió con el mandato emitido el 

26 de abril de 2023, al no solicitar la intervención del 

Departamento de la Familia.  En síntesis, esbozó que lo 

que procedía era la desestimación de la Demanda con 

perjuicio.  

El 10 de junio de 2024, emitimos una Resolución 

concediéndole quince (15) días a la parte apelada para 

que presentara su alegato en oposición.  

El 20 de junio de 2024, Luna compareció mediante 

una Moción en Solicitud de Desestimación.  En esencia, 

alegó que la señora Marín incumplió con el Reglamento de 

este Tribunal, por ello, solicitaron la desestimación 

del recurso. 

Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

procedemos a resolver. 
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II. 

-A- 

 La Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V., 

R. 36, regula todo lo relacionado a la moción de 

sentencia sumaria.  Dicho mecanismo procesal es 

utilizado en aquellos litigios que no presentan 

controversias genuinas de hechos materiales y que, por 

consiguiente, la celebración de un juicio en su fondo no 

es necesaria en la medida que solo resta por dirimir 

determinadas controversias de derecho.  Acevedo y otros 

v. Depto. Hacienda y otros, 212 DPR 335 (2023); SLG 

Fernández-Bernal v. RAD-MAN et al., 208 DPR 310, 334 

(2021); León Torres v. Rivera Lebrón, 204 DPR 20, 41 

(2020); Rodríguez García v. UCA, 200 DPR 929, 940 (2018).  

Se considera un hecho material aquel que puede afectar 

el resultado de la reclamación de acuerdo al derecho 

sustantivo aplicable.  Bobé et al. V. UBS Financial 

Services, 198 DPR 6, 20 (2017).  Asimismo, “resulta 

esencial que de la prueba que acompaña la solicitud de 

sentencia sumaria surja de manera preponderante que no 

existe controversia sobre los hechos medulares del 

caso.”  Cruz Cruz v. Bella Group, 2024 TSPR 47; 213 DPR 

__ (2024).   

El propósito que se persigue con el mecanismo de la 

sentencia sumaria es que los pleitos civiles sean 

solucionados de forma justa, rápida y económica.  SLG 

Fernández-Bernal v. RAD-MAN et al., supra, pág. 335; 

León Torres v. Rivera Lebrón, supra, pág. 43.  Para ello, 

la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

36.3, establece cual será el contenido y los requisitos 

de forma que deberán observarse tanto en la solicitud de 

sentencia sumaria que inste la parte promovente, como en 
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la oposición que pueda presentar la parte promovida.  

Véase, además: León Torres v. Rivera Lebrón, supra, pág. 

43.  

La Regla 36.3 (e) de Procedimiento Civil, supra, 

dispone que la sentencia sumaria solicitada será dictada 

inmediatamente:  

[S]i de las alegaciones, deposiciones, 

contestaciones a interrogatorios y 

admisiones ofrecidas, en unión a las 

declaraciones juradas, si las hay, u otra 

evidencia demuestran que no hay 

controversia real sustancial en cuanto a 

algún hecho esencial y pertinente y que como 

cuestión de derecho el tribunal debe dictar 

sentencia sumaria a favor de la parte 

promovente.  Véase, además: Rodríguez 

García v. UCA, supra; Roldán Flores v. M. 

Cuebas et al., 199 DPR 664 (2018).  

 

Como regla general, una moción de sentencia sumaria 

no procederá cuando: (1) existan hechos materiales y 

esenciales controvertidos; (2) haya alegaciones 

afirmativas en la demanda que no han sido refutadas; (3) 

surja de los propios documentos que se acompañan con la 

moción una controversia real sobre algún hecho material 

y esencial; o (4) como cuestión de derecho, no proceda.  

Fernández-Bernal v. RAD-MAN et al., supra, págs. 335-

336; S.L.G. Szendrey-Ramos v. Consejo Titulares, 184 DPR 

133, 167 (2011).  De igual forma, es también norma 

reiterada que el mecanismo de sentencia sumaria no es el 

adecuado cuando existen controversias de hechos 

materiales sobre elementos subjetivos de intención, 

propósitos mentales o negligencia.  Velázquez Ortiz v. 

Mun. De Humacao, 197 DPR 656 (2017); Const. José Carro 

v. Mun. Dorado, 186 DPR 113, 129 (2012); Ramos Pérez v. 

Univisión, 178 DPR 200, 219 (2010).  
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La Regla 36.4 de Procedimiento Civil, supra, regula 

lo que ocurre cuando no se dicta una sentencia sumaria 

en su totalidad, sobre la misma expone:  

Si en virtud de una moción presentada bajo 

las disposiciones de esta regla no se dicta 

sentencia sobre la totalidad del pleito, no 

se concede todo el remedio solicitado o se 

deniega la moción, y es necesario celebrar 

juicio, será obligatorio que el tribunal 

resuelva la moción mediante una 

determinación de los hechos esenciales y 

pertinentes sobre los cuales no hay 

controversia sustancial y los hechos 

esenciales y pertinentes que están 

realmente y de buena fe controvertidos, y 

hasta qué extremo la cuantía de los daños u 

otra reparación no está en controversia, 

ordenando los procedimientos ulteriores que 

sean justos en el pleito, incluso una vista 

evidenciaria limitada a los asuntos en 

controversia. Al celebrarse el juicio, se 

considerarán probados los hechos así 

especificados y se procederá de 

conformidad.  

 

A base de las determinaciones realizadas en 

virtud de esta regla, el tribunal dictará 

los correspondientes remedios, si alguno. 

 

Es importante puntualizar que, al momento de 

atender una solicitud de revisión de sentencia sumaria, 

los foros apelativos estamos llamados a “examinar el 

expediente de novo y verificar que las partes cumplieron 

con las exigencias pautadas en las Reglas de 

Procedimiento Civil.”  Fernández-Bernal v. RAD-MAN et 

al., supra, pág. 338, citando a Rivera Matos et al. v. 

Triple-S et al., 204 DPR 1010, 1025 (2020).  En ese 

proceder, y de encontrar que los hechos materiales 

realmente están incontrovertidos, nos corresponde 

entonces revisar si el foro primario aplicó 

correctamente el Derecho.  Fernández-Bernal v. RAD-MAN 

et al., supra; González Santiago v. Baxter Healthcare, 

202 DPR 281, 291 (2019). 
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-B- 

 La hipoteca “es un derecho real que sujeta o vincula 

lo hipotecado a que eventualmente su titular pueda 

exigir la realización de su valor, así como tomar medidas 

para salvaguardarlo, en seguridad o garantía de la 

efectividad de alguna obligación dineraria.”  Bco. 

Popular v. Registrador, 181 DPR 663, 673 (2011).  Esta 

garantiza una obligación pecuniaria la cual recae sobre 

los bienes inmuebles, ajenos y enajenables que estén 

bajo la posesión del titular o propietario.  Dist. Unidos 

Gas v. Sucn. Declet Jimenez, 196 DPR. 96, 110 (2016).   

Así, dado a que la hipoteca es un derecho real de 

realización de valor, su titular tiene la facultad de 

exigir la enajenación de la cosa que se dio en garantía 

para recobrar lo adeudado.  Bco. Popular v. Registrador, 

supra, pág. 673.  A tono con lo anterior, la hipoteca 

trae consigo la posibilidad de que, del deudor incumplir 

con su obligación, surja una venta en pública subasta 

del bien hipotecado.  Íd.   

Ahora bien, las características medulares de la 

hipoteca es su naturaleza accesoria e indivisible, y que 

esta es un derecho de constitución registral.  FirstBank 

v. Registradora, 208 DPR 64, 92 (2021).  Al ser de 

carácter accesorio, la hipoteca no es independiente a la 

vigencia de la obligación principal, por ello “la 

hipoteca subsiste mientras tenga vigencia el crédito 

garantizado, por lo que se extingue en todo caso que se 

extinga la obligación principal que garantiza.”  Dist. 

Unidos Gas v. Sucn. Declet Jiménez, supra, pág. 111.  

Por otro lado, debido a que la hipoteca es un 

derecho real de carácter constitutivo, para que esta 

advenga a la vida jurídica, es indispensable que sea 
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inscrita en el Registro de la Propiedad.  FirstBank v. 

Registradora, supra, págs. 92–93.  Es por medio de la 

inscripción registral que se produce la garantía de 

crédito con eficacia erga omnes, pues es un derecho de 

trascendencia real.  Íd., 93.   

Cónsono con lo previamente discutido, ha sido norma 

reiterada que en nuestro ordenamiento jurídico los 

títulos inscritos surten efectos en cuanto a terceros 

desde la fecha de su inscripción.  La legislación 

registral aclara que se considerará la fecha de su 

inscripción para todos los efectos, la fecha de la 

presentación que deberá constar en la misma inscripción.  

Véase, Art. 19 de la Ley Núm. 210-2015, conocida como la 

Ley del Registro de la Propiedad Inmobiliaria del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico, según enmendada, 30 LPRA 

sec. 6133. (Ley del Registro de la Propiedad).  

-C- 

El Artículo 96 de la Ley del Registro de la 

Propiedad, supra, dispone que “en los casos de ejecución 

de hipotecas que garantizan instrumentos negociables, 

deberá darse cumplimiento a las disposiciones de la 

legislación mercantil vigente relativas al cobro de 

tales instrumentos.”  Conforme a ello, nuestro Tribunal 

Supremo ha resuelto que la hipoteca que se constituye 

para garantizar instrumentos negociables o títulos 

transferibles por endoso o al portador le aplica la Ley 

Núm. 208-1995, conocida como la Ley de Transacciones 

Comerciales, según enmendada, 19 LPRA sec. 401 et seq 

(Ley Núm. 208-1995).  DLJ Mortgage v. SLG Santiago-

Ortiz, 202 DPR 950, 963 (2019).   

La Ley Núm. 208-1995, según enmendada, conocida 

como la Ley de Transacciones Comerciales, 19 LPRA sec. 
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401 et seq., es una legislación especial destinada a 

regular los instrumentos negociables, así como su 

negociabilidad, cesión y exigibilidad.  Esta ley define 

el término “instrumento negociable” como “una promesa o 

una orden incondicional de pago de una cantidad 

específica de dinero, […], si el mismo: [entre otros] 

(1) es pagadero al portador o a la orden al momento de 

su emisión o cuando primero adviene a la posesión de un 

tenedor.”  Sec. 2-104(a)(1) de la Ley Núm. 208-1995, 19 

LPRA sec. 504.  

Siguiendo la misma línea, la precitada ley plantea 

que una “promesa” u “orden” es pagadera al portador si 

la misma:  

(1) especifica que es pagadera al portador 

o a la orden del portador o de otra forma 

indica que la persona en posesión de la 

promesa u orden tiene derecho al pago;  

 

(2) no designa un tomador;  

 

(3) especifica que es pagadera a, o a la 

orden de, efectivo ("cash") o de otra forma 

indica que no es pagadera a una persona 

identificada.  Íd., Sec. 2-109 (a) (1-3), 

19 LPRA sec. 509.  

 

De igual forma, la legislación establece que una 

promesa que no es pagadera al portador es pagadera a la 

orden si, “es pagadera (i) a la orden de una persona 

identificada, o (ii) a una persona identificada o a su 

orden.  Una promesa u orden que es pagadera a la orden 

es pagadera a la persona identificada.”  Íd., inciso 

(b), 19 LPRA sec. 509.  

Además, se define como “portador” a la persona que 

está en posesión de un instrumento, documento de título, 

o valor con certificado pagadero al portador o endosado 

en blanco.  Íd., Sec. 1-201 (5), 19 LPRA sec. 451.  

Entonces, un instrumento que es pagadero al portador 
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puede convertirse en pagadero a una persona identificada 

si el mismo recibe un endoso especial.  Íd., Sec. 2-109 

(c), 19 LPRA sec. 509.  Del mismo modo, un instrumento 

que es pagadero a una persona identificada puede 

convertirse en pagadero al portador si es endosado en 

blanco.  Íd.  

De forma similar, la Ley Núm. 208-1995 define 

“tenedor” como la persona en posesión del instrumento 

negociable si el mismo es pagadero al portador. Íd., 

Sec. 1-201 (20), 19 LPRA 451.   

En virtud de lo anterior, la negociabilidad es la 

característica medular de los instrumentos negociables 

y la fuente de su importancia para nuestras relaciones 

económicas.  Des Caribe v. Ven-Lour Enterprises, 198 DPR 

290 (2017).  Además, está ampliamente reconocido que, la 

titularidad sobre los instrumentos negociables, en tanto 

son bienes muebles, puede adquirirse y transmitirse por 

todos los medios permitidos en derecho.   

En ese sentido, la “negociación” es una cesión de 

la posesión de un instrumento, bien sea voluntaria o 

involuntaria, por una persona que no sea el emisor a una 

persona que con ello se convierta en su tenedor.  Sec. 

2-201(a), 19 LPRA sec. 551.  Entonces, si un instrumento 

es pagadero al portador, el mismo puede negociarse 

mediante la cesión de la posesión solamente.  Íd., inciso 

(b).  

Así pues, la cesión del instrumento se produce 

cuando una persona que no es el emisor lo entrega con la 

intención de otorgar a la persona que lo recibe el 

derecho de exigir el cumplimiento del instrumento.  Íd., 

Sec. 2-203(a), 19 LPRA sec. 553.  En consecuencia, esta 

cesión transfiere al cesionario todos los derechos del 
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cedente para requerir el cumplimiento del instrumento, 

incluyendo los derechos que tuviese como tenedor de 

buena fe, a menos que haya participado en un acto 

fraudulento o ilegal que haya afectado el instrumento.  

Íd., inciso (b). 

Salvo que disposiciones particulares de la Ley de 

Transacciones Comerciales dispongan lo contrario, los 

principios generales de derecho de nuestra jurisdicción 

se aplicarán de modo supletorio.  Sec. 1-103, 19 LPRA 

sec. 402; DLJ Mortgage Capital, Inc. Santiago Martínez, 

202 DPR 950, 967 (2019).  Por ello, nuestro Máximo Foro 

ha expresado en reiteradas ocasiones que, aun cuando las 

disposiciones del Código Civil pudieran aplicar a una 

controversia particular que también esté regulada bajo 

la Ley de Transacciones Comerciales, este sólo aplicará 

de manera supletoria.  Íd. 

-D- 

La Ley 184-2012, conocida como Ley para Mediación 

Compulsoria y Preservación de tu Hogar en los Procesos 

de Ejecuciones de Hipotecas de una Vivienda Principal, 

supra, establece un mecanismo compulsorio de mediación 

entre el acreedor hipotecario y el deudor en los procesos 

de ejecución de hipoteca de aquellas propiedades 

dedicadas a vivienda en Puerto Rico que constituyan una 

vivienda principal.  A su vez, tiene como propósito 

viabilizar un acuerdo o modificación que permita al 

deudor hipotecario establecer un arreglo de pago de la 

hipoteca u otra alternativa satisfactoria a las partes, 

de manera que el deudor no pierda su vivienda principal.   

En lo aquí pertinente, el Artículo 2 (a) y (b) 

define los siguientes términos:  
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(a) Mediación: Un proceso de intervención, 

no adjudicativo, en el cual un interventor 

o una interventora neutral (mediador o 

mediadora) ayuda o asiste a las personas en 

conflicto a lograr un acuerdo que les 

resulte mutuamente aceptable para resolver 

su controversia.  

 

(b) Mediación Compulsoria: En los casos en 

que un acreedor hipotecario pueda iniciar 

un proceso de ejecución de hipoteca, o el 

cual pueda culminar en la venta judicial, 

de una propiedad residencial que constituya 

una vivienda principal, se celebrará una 

reunión compulsoria de mediación conducida 

en una sala o salón del Tribunal o en aquel 

lugar que las partes en acuerdo con el 

mediador seleccionen, pero que no podrá ser 

en las oficinas del acreedor hipotecario o 

de sus abogados o representantes legales o 

asesores, y presidida por un mediador 

seleccionado por las partes, en el curso de 

un procedimiento de ejecución de hipoteca 

sumario y/o ordinario. En dicha reunión el 

acreedor hipotecario notificará al deudor 

hipotecario todas las alternativas 

disponibles en el mercado para poder evitar 

la ejecución de la hipoteca o la venta 

judicial de una propiedad residencial que 

constituya una vivienda principal. El 

propósito u objetivo será poder llegar a un 

acuerdo o modificación que permita al 

deudor hipotecario establecer un acuerdo de 

pago u otra alternativa satisfactoria a las 

partes y no perder su vivienda principal.  

32 LPRA sec. 2881 nota.  

 

El Artículo 3 de la Ley Núm. 184-2012, supra, fue 

enmendado mediante la aprobación de la Ley Núm. 38 de 27 

de mayo de 2019 (Ley Núm. 38-2019), para evitar que las 

instituciones bancarias se valieran de tecnicismos para 

impedir el proceso de mediación compulsoria.  Véase 

Exposición de Motivos de la Ley Núm. 38-2019, supra.   

Como corolario, el Artículo 3 de la Ley Núm. 184-2012, 

32 LPRA sec. 2882, preceptúa lo siguiente:  

Será deber del Tribunal, al presentarse la 

demanda y diligenciarse el emplazamiento, 

citar a las partes a una vista o acto de 

mediación compulsoria que presidirá un 

mediador seleccionado por las partes y que 

tendrá lugar en cualquier salón o sala del 

tribunal o en aquel lugar que las partes en 

acuerdo con el mediador seleccionen, en la 

cual se le informará al deudor hipotecario 

todas las alternativas disponibles en el 
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mercado para poder evitar la privación del 

inmueble al deudor, ejecución de la 

hipoteca o la venta judicial de una 

propiedad residencial que constituya una 

vivienda principal, incluyendo aquellas 

alternativas que no dependen de la 

capacidad económica del deudor, como lo son 

la venta corta (“short sale”), la dación en 

pago, entrega voluntaria de título, y otros 

remedios que eviten que el deudor pierda su 

hogar o que, de perderlo, se minimicen las 

consecuencias negativas sobre el deudor.  

    

[…]  

 

De no presentarse el deudor hipotecario al 

procedimiento de mediación en cualquiera de 

sus etapas, sin que medie justificación 

adecuada; de no entregar al acreedor los 

documentos solicitados en un tiempo 

razonable, según lo dispuesto en este 

Artículo, o de no cumplir con el acuerdo 

alcanzado con el acreedor hipotecario como 

resultado del proceso de mediación, se 

presumirá que voluntariamente el deudor 

hipotecario ha desistido del proceso de 

mediación compulsoria y dicho acreedor 

hipotecario procederá con la continuación 

del proceso de ejecución hipotecaria según 

corresponda, incluyendo sin limitarse, a 

solicitar cualquier remedio que en derecho 

proceda o disponible en las Reglas de 

Procedimiento Civil de Puerto Rico y dicho 

acreedor actuará de la forma acordada en el 

contrato o pagaré efectuado el día de la 

transacción original de hipoteca. De no 

presentarse el acreedor hipotecario, al 

procedimiento de mediación, en cualquiera 

de sus etapas, sin que medie justificación 

adecuada, o determinar el Tribunal que no 

se actuó de buena fe en cuanto al 

ofrecimiento de alternativas disponibles o 

la evaluación realizada al deudor y luego 

de haber dilucidado la controversia en 

vista evidenciaria, el Tribunal procederá a 

desestimar sin perjuicio la demanda 

presentada.  (Énfasis nuestro).  

 

El acto de citar para una vista de mediación es un 

requisito jurisdiccional que el tribunal debe cumplir en 

los casos en los que un acreedor solicite la ejecución 

de la vivienda principal de un deudor, salvo en los casos 

en que este último se encuentre en rebeldía o cuando el 

tribunal eliminó sus alegaciones.  Franklin Credit 

Management Corp. v. George Riviello, 209 DPR 555 (2022), 
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citando a Bco. Santander v. Correa García, 196 DPR 452, 

472 (2016). 

Cónsono con lo que antecede, y de conformidad con 

el propósito de la Ley Núm. 184-2012, supra, nuestro 

Tribunal Supremo resolvió que “el requisito de buena fe 

en la mediación en los procesos de ejecuciones de 

hipoteca de una vivienda principal debe ser definido en 

armonía con el requisito compulsorio y jurisdiccional” 

y su incumplimiento priva al tribunal de continuar con 

los procedimientos.  Scotiabank v. SLG Rosario-Castro, 

205 DPR 537, 557 (2020).  En ese contexto, el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico puntualizó que: (1) las partes 

deben ir preparadas para negociar y llegar a un acuerdo, 

de ser posible; (2) las partes deben llevar a la vista 

toda la documentación que requiere el proceso de 

mediación y cualquier documentación necesaria; (3) el 

representante del acreedor hipotecario debe tener 

autoridad para llegar a un acuerdo; (4) los acreedores 

deben proveer a los deudores toda las alternativas 

disponibles en el mercado, y, además, alternativas que 

no dependan de la capacidad económica del deudor, como 

por ejemplo, la venta corta (“short sale”), dación en 

pago, entrega voluntaria de título, entre otras. Íd, 

págs. 557-558.  “[E]n aquellos casos en los que el 

acreedor incumple con el requisito de buena fe en la 

mediación y la sanción de la desestimación no está 

disponible, el tribunal deberá ordenar la celebración de 

una nueva mediación.”  Íd., pág. 558. 

III. 

 En el caso de autos, la apelante nos solicita que 

revoquemos la Sentencia, mediante la cual el foro 

primario declaró Con Lugar la Demanda instada por Luna, 
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y desestimó con perjuicio la Reconvención presentada por 

la apelante.  Como consecuencia, el foro a quo ordenó a 

la señora Marín a que pagara la suma de $128,227.10 de 

principal, más los intereses al 7.000% anual, desde el 

día 1 de noviembre de 2015, hasta su total y completo 

repago; y la cantidad de $11,700.00 para costas, gastos 

y honorarios de abogado.  De no realizar el pago de la 

deuda, ordenará a efectuar la venta en pública subasta 

de la propiedad hipotecada. 

 Asimismo, la apelante señala que el foro primario 

erró al dictar sentencia, puesto que, el pagaré no podía 

estar en blanco; que no le fue notificada la sentencia; 

y finalmente, que el foro de instancia incumplió con el 

mandato de este Foro al no solicitar la intervención del 

Departamento de la Familia. 

 Antes de atender los señalamientos de error 

previamente reseñados, cabe precisar que, al momento de 

revisar la concesión de una sentencia sumaria, nos 

encontramos en la misma posición que el foro de 

instancia.  A tono con esta norma, debemos evaluar, en 

primer lugar, si al presentar la solicitud de sentencia 

sumaria y su oposición las partes cumplieron con los 

requisitos de forma establecidos en la Regla 36.3 de 

Procedimiento Civil, supra, y con los dispuestos en SLG 

Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra.  Al evaluar los 

escritos presentados por las partes juzgamos que, en 

esencia, la parte apelada cumplió de forma parcial con 

los requisitos de la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, 

mientras que la señora Marín, de igual forma incumplió 

con dichos requisitos.  No obstante, nuestro Tribunal 

Supremo estableció en Meléndez González v. M. Cuebas, 

supra, pág. 110, que si quien promueve la sentencia 
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sumaria incumple con los requisitos de forma, el 

tribunal no estará obligado a considerar su pedido.  Ello 

permite deducir que el incumplimiento de las partes con 

las formalidades que exige la Regla 36.3 de 

Procedimiento Civil, supra, no determina la discreción 

que tiene el foro primario para acoger la solicitud de 

sentencia sumaria.  Sin embargo, en este caso, el foro 

a quo dentro del marco de actuación permisible, acogió 

la Moción en Solicitud de Sentencia Sumaria instada por 

Luna.  Resuelto lo anterior, nos corresponde entonces 

evaluar si existen hechos materiales en controversia que 

nos impidan dictar sentencia sumaria. 

 En su dictamen, el foro de instancia realizó once 

(11) determinaciones de hechos las cuales procederemos 

a resumir y adoptar en su totalidad.  El 23 de abril de 

2007, la señora Marín otorgó un pagaré a favor de R-G 

Premier Bank of Puerto Rico o a su orden, mediante el 

cual se obligó a pagar la suma de $117,000.00 más 

intereses, además de los cargos por demora, y la 

Escritura Núm. 112 de Hipoteca en garantía del pagaré.  

La hipoteca consta inscrita en el Registro de la 

Propiedad.  Posteriormente, la parte apelada presentó la 

Demanda que origina la presente controversia en la cual 

adujo que la apelante había dejado de pagar las 

mensualidades desde el 1 de noviembre de 2015. 

 Tras haber revisado la totalidad del expediente, 

evaluados los argumentos de las partes y aquilatar la 

prueba presentada, concluimos que no existen hechos 

sustanciales en controversia que impedían el dictamen 

por la vía sumaria. 
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 De otra parte, procederemos a discutir los 

señalamientos de error formulados por la apelante.  

Veamos. 

 En esencia, la señora Marín alega que el pagaré que 

tiene Luna no podía estar en blanco.  Conforme se 

desprende de los autos, Luna demostró, a través de la 

evidencia presentada junto con su solicitud, que es la 

tenedora del pagaré objeto de la presente reclamación.  

Según el derecho aplicable, un “portador” es aquella 

persona que posee un instrumento que está certificado 

como pagadero al portador o que ha sido endosado en 

blanco.   

En este caso, Luna presentó copia del pagaré como 

evidencia de que lo posee.  Además, el pagaré cuenta con 

un endoso en blanco por parte de FirstBank.  De acuerdo 

con el derecho ya discutido, un endoso en blanco es 

considerado por la Ley de Transacciones Comerciales como 

un pagaré al portador.  Por consiguiente, no existe duda 

de que Luna es el portador del pagaré, por lo que tiene 

derecho a reclamar la deuda en cuestión. 

De otra parte, la señora Marín sostiene que la 

Sentencia no le fue notificada.  Sin embargo, durante el 

transcurso del pleito en el foro primario, la apelante 

estuvo presentando mociones por derecho propio, mientras 

que el foro a quo le orientó para que contratara 

representación legal.  Sin embargo, tuvo que el Tribunal 

de Primera Instancia asignarle un abogado de oficio, 

siendo el Lcdo. Husmail Figueroa.  Según surge del 

expediente, el 20 de mayo de 2024, le envió por correo 

postal la Sentencia del caso. 

En lo que respecta al Departamento de la Familia, 

como se había indicado en la Sentencia anteriormente 
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dictada por este Foro, el Departamento no es parte 

indispensable en el caso.  Aun así, entendemos que 

incluirlos en el pleito no hubiese provocado que se 

dejara de llevar a cabo la acción de cobro de dinero y/o 

ejecución de hipoteca.  Sino más bien, estarían 

presentes en el pleito para buscar alternativas para 

salvaguardar el bienestar del adulto mayor. 

Asimismo, resulta preciso recordar que la apelante 

contó con remedios en ley que no utilizó diligentemente, 

entre ellas el no acudir a las citas ante el Centro de 

Mediación, ni presentar justa causa para no comparecer.  

Por ello, conforme dispone la ley, se presume que la 

apelante voluntariamente desistió del proceso de 

mediación compulsoria.  

En conclusión, ante la ausencia de controversia 

sobre hechos materiales esenciales, concluimos que actuó 

correctamente el foro primario al emitir la Sentencia 

mediante el proceso sumario. 

IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, CONFIRMAMOS la 

Sentencia apelada. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


